Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 52 minutos) 


- La Comisión de Defensa Nacional tiene el gusto de recibir a una delegación de la Asociación de Armeros del Uruguay que había 
pedido ser recibida por parte de este Cuerpo. 


SEÑOR JIMENEZ.- Formo parte de la Asociación de Armeros del Uruguay y hemos venido aquí en virtud de la promulgación de un 
decreto, hace unos pocos días, referente a las normas que hay que cumplir para obtener el título de habilitación para compra y 
tenencia de armas. 


Consideramos que las normas que se exigen actualmente son muy complicadas y van a traer aparejado un efecto que no es el que 
se busca, ya que una de las cosas que se pretende es mejorar el registro de armas, o sea, que todas las armas que existan estén 
registradas. Por otro lado, se apunta a un mejor contralor, en el sentido de que las personas que accedan a las armas estén en 
condiciones de usarlas, tanto por poseer conocimientos formales como por no pesar sobre quienes las porten ninguna causa 
judicial pendiente, como puede ser una conducta violenta o algo por el estilo. 


Hoy en día, para obtener un título de habilitación para compra y tenencia de armas se piden cinco requisitos: cédula de identidad - 
que básicamente la tienen todos los ciudadanos; en ello no habría inconvenientes- certificado de antecedentes judiciales -que antes 
se llamaba certificado de buena conducta y que también se pide para sacar la libreta de chofer profesional o para obtener el 
pasaporte- certificado de aptitud psicofísica, certificado de ingresos o de actividad laboral y, para la primera vez que se realiza esta 
solicitud, también un certificado de idoneidad de conocimientos básicos sobre seguridad y manejo de armas de fuego. 


Si me permiten los señores Senadores, voy a referirme a lo que hemos preparado sobre este tema. 


Con respecto a la cédula de identidad, es obligación que todos los ciudadanos la posean a los efectos de poder identificarse. En 
ese sentido, no habría demasiados inconvenientes. 


Con relación al certificado de antecedentes judiciales, proponemos un cambio bastante importante. Hoy en día, para obtener este 
tipo de certificados, uno debe presentarse, en la ciudad de Montevideo, ante la Dirección Nacional de Policía Técnica, donde se 
otorgan 400 números por día. Actualmente están saturados de trabajo porque se están emitiendo muchos pasaportes y, por lo 
tanto, para que una persona pueda acceder a su certificado de antecedentes judiciales para la compra de un arma, muchas veces 
tiene que hacer una cola desde las cuatro o cinco de la mañana para obtener un número y así poder tramitarlo. En cuanto a este 
punto, pensamos que hay mejores soluciones que vamos a analizar más adelante. 


En lo que tiene que ver con el certificado de aptitud psicofísica, consideramos que es claramente discriminatorio. Hay 
discapacitados físicos que compiten en olimpiadas, justamente, en disciplinas como el tiro. Entonces, pienso que no podemos 
limitarlos por ese lado. En cuanto a la parte psíquica, aunque no soy médico ni menos psiquiatra, es muy difícil para un profesional 
poder determinar claramente la conducta futura de un sujeto; puede tener algún lineamiento, pero no sé si corresponde recortar los 
derechos a una persona por lo que suponemos va a hacer. Nosotros pensamos que no. 


En relación con el certificado de ingresos, consideramos que también es discriminatorio ya que, por ejemplo, un ama de casa o un 
estudiante tienen recortado el derecho a tener armas por no poder acceder a un certificado de ingresos o de actividad laboral. 


Respecto al certificado para el manejo de armas de fuego, creo que es un punto fundamental a favor de lo que sí existe. La mejor 
forma de evitar accidentes es educar e impartir enseñanza en esa área; eso es algo que siempre nos ha preocupado. 


En lo que tiene que ver con los certificados de antecedentes judiciales -punto que advertí íbamos a tratar más adelante- para evitar 
lo que se está dando hoy en día en el sentido de que mucha gente tiene armas y no las registra a pesar de que existe voluntad del 
Poder Ejecutivo, a través de este decreto -hay un plazo de 180 días para realizar la inscripción y tramitar luego la documentación, 
cosa que de todas maneras es complicada- vamos a proponer lo siguiente. Creemos que existe otra forma más simple y sencilla de 
hacerlo. Planteamos que exista una oficina de autorizaciones, que ni más ni menos es la que hoy otorga los certificados de 
antecedentes judiciales y cuenta con una base de datos que constituye el filtro a través del cual pasan todas las solicitudes. 
Pensamos que esa misma oficina podría otorgar a cada operador del mercado -es decir, las armerías, que son los centros idóneos 
a los que los ciudadanos se dirigen para comprar armas- lo que podríamos llamar una clave de operador, al igual que funcionan las 
tarjetas de crédito en los comercios. Mediante una llamada telefónica, luego de dar el código de identificación a fin de que el 
Operador verifique que se está llamando desde una armería, se da el número de cédula de la persona que desea comprar un arma, 
recibiendo luego un código de autorización que será establecido en la solicitud de guía del arma o de compra de municiones. Esto 
trae como ventaja que el filtro por el cual "pasa" -dicho esto entre comillas- un ciudadano que desea comprar un arma, está 
actualizado hasta ese momento. 


Entendemos que la normativa actual es contraria a Derecho porque supone que todos los ciudadanos han perdido el derecho a 
tener armas, salvo que prueben lo contrario por la vía de una certificación. Creo que el método que proponemos es acorde a 
Derecho porque no se le pide a un ciudadano que documente sus antecedentes, sino que se establece un filtro, que si bien en 
definitiva es más o menos lo mismo, el principio de acción es distinto. 


SEÑOR CADARSO .- Hay un aspecto muy importante a destacar en el sentido de que con el sistema actual, una persona saca el 
título de habilitación y la autorización se extiende por el plazo de 5 años. De repente, al día, al año o a los 4 años y 300 días, esa 
misma persona puede cometer un hecho que lo inhabilite para comprar armas y, sin embargo, eso no estará registrado. Con este 


otro sistema, la información está actualizada casi permanentemente. La policía, cuando emite el título de habilitación, cuenta con la 
información prácticamente al día acerca de cómo está esa persona con respecto a la ley. 


SEÑOR JIMENEZ.- Entendemos que ese es un tema clave del decreto que existe y básicamente es la limitante que tienen los 
ciudadanos para poder acceder a las armas y también para desprenderse de ellas. Hay gente que, asustada por la publicidad que 
se ha hecho al respecto, se presenta en los distintos comercios o en la sede del Servicio de Material y Armamento del Ejército y 
solicita poner al día su documentación. Sin embargo, cuando se enfrenta a este cúmulo de requerimientos, prefiere mantener la 
situación tal como está. En otros casos, termina desprendiéndose de ellas, no en un mercado negro, pero sí en uno gris, que no es 
el hampa, pero se trata de gente que no tiene la documentación en orden. 


Nosotros apuntamos a hacer las cosas suficientemente claras y fáciles para que los ciudadanos puedan registrar todas sus armas y 
para que se sientan protegidos en su derecho a acceder a ellas. El decreto que existe es claramente restrictivo, cuando en realidad 
no hay motivo para recortar estos derechos; sí estamos de acuerdo en tratar de hacer más segura la vida a la ciudadanía. 
Realmente, hoy tenemos un ambiente muy convulsionado, con mucha violencia. De todos modos, creo que el tema pasa más por 
penar a quien comete un delito con un arma, que por hacer que un ciudadano se sienta inseguro. Se supone que existen 585.000 
armas registradas a través del Servicio de Material y Armamento; también se señala -aclaro que nosotros, que estamos en el 
ambiente, no tenemos bien claro de dónde surgió esta información- que hay otro tanto sin registrar. Si esto es así, estamos 
hablando de cerca de un millón de armas en manos de civiles. Esto quiere decir que hay muchos cientos de miles de familias 
uruguayas que optaron por tener un arma para sentirse seguras. 


Creo que no hay que legislar a espaldas de la voluntad de una parte importante de los ciudadanos recortándoles el derecho a tener 
un arma, porque es con lo que hoy se sienten seguros ante la posibilidad de que un intruso entre en sus casas. Se trata de 
derechos básicos del ciudadano que deben ser respetados. 


SEÑOR GARAT.- Quisiera saber si han reiterado esta exposición en algún otro ámbito, como puede ser el Ministerio del Interior, ya 
que están hablando de un Decreto y me gustaría conocer el estado en que se encuentra el tema. 


SEÑOR CADARSO.- Hemos planteado el tema en varias oportunidades y en el día de hoy hablé con el Director del Registro 
Nacional de Armas, quien se mostró prácticamente en todo de acuerdo con nuestra postura. Debe tenerse en cuenta que en el 
Servicio de Material y Armamento se ha presentado mucha gente a registrar sus armas. Por ejemplo, se ha dado el caso de una 
señora cuyo esposo falleció y que para llevar a cabo la transferencia de las armas que heredó tiene que cumplir con todos estos 
requisitos. Esta señora tiene 78 años y, por lo tanto, no puede hacer el curso de tiro ni aprobar el examen sicofísico. Además, no 
dispone de un certificado de ingresos, salvo el de una pensión. Por lo tanto, se ve imposibilitada de cumplir con lo dispuesto por el 
Decreto. Por su parte, la autoridad del Servicio de Material y Armamento tiene que exigir lo que esa disposición le impone y se 
enfrenta ante esta disyuntiva. Como este ejemplo hay muchos más. También presencié que gente mayor concurría con escopetas 
obsoletas y que dada la cantidad de requisitos exigidos para obtener el permiso -algunos que puede cumplir y no quiere y otros que 
directamente se ve imposibilitada de hacerlo- se da la media vuelta y se va. Ante esta situación, el Servicio de Material y 
Armamento no puede exigir a esas personas que vuelvan a registrar esas armas. Esto sería posible si los requisitos fueran un poco 
más coherentes. 


Por otro lado, quiero agregar que en el interior de la República esta situación se agrava y la mayoría de la gente se ve 
imposibilitada de cumplir con estos requisitos, por ejemplo, porque viven lejos del Centro habilitado para obtener el documento. 
Conozco el caso de una persona que vive en Isla Patrulla y como quiso comprar un rifle calibre 22 tuvo que ir cuatro veces a la 
ciudad de Treinta y Tres, debiendo tomar dos ómnibus por día, sin poder lograrlo. En forma personal, me comunicó que si va a la 
ciudad de Yaguarón se compra ese mismo rifle y lo trae escondido sin ningún problema. 


En consecuencia, nos enfrentamos a la dificultad de querer cumplir con este Decreto -porque así está en nuestro espíritu- desde la 
máxima autoridad hasta el último funcionario, pero la gente se ve imposibilitada de llenar esos requisitos. 


SEÑOR FAU.- ¿Ustedes disponen de una copia del Decreto, para saber quiénes lo firman? 
SEÑOR CADARSO.- Está firmado por los titulares de los Ministerios de Defensa y del Interior y por el Presidente de la República. 


SEÑOR JIMENEZ.- Hay una parte neurálgica del Decreto que refiere a la obtención de la documentación necesaria para comprar y 
tener armas. Vale la pena resaltar que la normativa vigente en cuanto a la tenencia de armas data de la Ley N* 10.415, del año 
1943, que estipula las principales pautas para determinar las armas que pueden estar en manos de civiles. Dicha ley prevé que el 
Poder Ejecutivo determinará las armas de uso militar, policial y naval, quedando en consecuencia prohibidas para la utilización por 
parte de civiles u organizaciones públicas o privadas. Su Decreto regulatorio ha sufrido algunas modificaciones, como la inclusión 
del Título de Habilitación para la Tenencia de Armas, la limitación de las velocidades y energía de los proyectiles a ser usados, 
etcétera, que escapan al espíritu inicial de la ley, que suponía que solamente las armas de utilización militar, policial o naval iban a 
ser excluidas del uso civil. Sin embargo, allí se determina que serán de uso militar, policial o naval todas las que superen los 6,5 
mm. en armas largas, todas las pistolas mayores a 7.65 mm. -modificado en el último Decreto, donde se consideran de uso militar, 
policial o naval las pistolas mayores a 9 mm.- y para los revólveres no hay tope. A través de las modificaciones a los Decretos se ha 
prohibido, por ejemplo, la utilización de munición de arma corta específicamente en revólveres -considerada en todo el mundo un 
arma netamente de defensa- cuando las mismas superen la energía y velocidad de una bala calibre 38 en la boca del cañón. Sin 
embargo, la importación de revólveres de calibre superiores a ese está permitida, tanto en lo que refiere al diámetro como a la 
velocidad y energía. Entonces, se da la paradoja de que se permite la importación de armas, pero no la de la munición que les 
corresponde. Un ejemplo claro de esto es el de las armas calibre 3.57 Magnum: se permite su importación, pero no la de sus 
municiones. Esto es forzar a incurrir en un delito, ya que si me permiten comprar un arma pero no las municiones, es lo mismo que 
si pudiera comprar un auto pero no la nafta. Es lógico que en cada esquina va a aparecer un sujeto con una manguera y un bidón 
con nafta para vender. 


Nuestro espíritu es tratar, no solamente de corregir lo que a nuestro juicio es un error en este Decreto, sino ir un poco más allá e 
intentar lograr apoyo para gestionar un proyecto de ley que apunte a la defensa de los derechos de los ciudadanos para defender 
sus casas, lo que está consagrado en la Constitución y que hoy es muy difícil de llevar a la práctica debido a las exigencias que 


establece este Decreto. Los ciudadanos se sienten muchas veces imposibilitados de cumplirlas y no pueden acceder a las armas 
que, claramente, son un elemento que les permite defender un hogar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una pregunta relativa a las pistolas semiautomáticas, porque el señor Jiménez ha dicho 
que se autorizan las de 9 mm. ¿Cuál es la causa de esa autorización ? 


SEÑOR JIMENEZ.- No hemos participado en la elaboración del proyecto de ley y menos en ese punto específico, pero 
entendemos que ha habido un ingreso de armas 9 mm. al mercado destinadas al Ministerio del Interior. Anteriormente se había 
permitido la importación a título personal de nuestros Oficiales ya sea del Ejército o de la Policía. Pero en definitiva -quiero que esto 
quede como una información extraoficial porque no tengo bases firmes para asegurarlo- se sabe que ingresaron armas de 9 mm. a 
la Policía a través del Ministerio del Interior y no del de Defensa Nacional, o por lo menos, no con el visto bueno del Servicio de 
Material y Armamento, que les ha negado la posibilidad de tener guía. Por este motivo se llegó a esa especie de acuerdo para 
permitir el acceso de las armas de 9 mm. a efectos de ser utilizadas por el personal subalterno que antes no podía hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Otra pregunta que quiero realizar tiene que ver con el caso en que un particular vende armas a otro 
particular, esto es, no en la armería, sino cuando se trata de un negocio netamente particular. 


En el artículo 1% del decreto se dice que en los casos de transferencia de la propiedad o posesión de armas de fuego de libre 
comercio se prohíbe la entrega efectiva de las armas sin la presentación del título de habilitación para la adquisición y tenencia de 
armas a que refiere este decreto, cuando el mismo es exigible. Si una persona desea vender un arma, la otra persona le debe 
presentar el título que se exige. Ahora bien; ¿qué pasa si se vende igualmente? 


SEÑOR JIMÉNEZ.- Partamos de la base de que toda transacción con armas debe ser hecha ante el Servicio de Material y 
Armamento, léase en su ventanilla, o en una armería autorizada por éste. 


Dos particulares sí pueden hacer una transacción. Se comercializan muchas cosas en plaza que están prohibidas, pero no debería 
ser así. Los dos deben ir al Servicio de Material y Armamento o, en su defecto, si fuera en el interior, a una armería o dependencia 
militar o policial, en la cual certifiquen que los datos que figuran en los formularios correspondientes y las firmas estampados en 
ellos corresponden a las personas que dicen ser. La autoridad policial en ese caso sella el formulario correspondiente y esas 
personas pueden mandarlo, a vuelta de correo, al Servicio de Material y Armamento, el cual le genera la guía correspondiente. 


SEÑOR CADARSO.- Quiero abundar un poco sobre el tema. 


La corta experiencia ligada a la aparición de este decreto pone de manifiesto que muchísima gente que va a las armerías, cuando 
se le empieza a explicar todo esto, lamentablemente dice: "¿Y sin papeles qué?" Ese es el gran problema. No quisiéramos hablar 
de porcentajes, pero mucha gente que va a adquirir un arma no quiere tramitar todo esto que decimos, no por simple gusto, sino 
porque se ve imposibilitada realmente a obtenerlo. 


En cuanto al tema de las municiones, quisiera agregar lo siguiente. El hecho es que el Uruguay debe ser, sin temor a equivocarme, 
el único país en el mundo que está incumpliendo con normas internacionales de utilización de municiones. La Convención de La 
Haya de 1909 legisla para las municiones militares. Estas son creadas para poner fuera de combate a un enemigo, no a un 
delincuente, con una herida lo más "limpia posible", dicho esto entre comillas. La función no es matar, sino dejar fuera de combate. 
Por supuesto que si se le pega en un órgano vital, se le va a matar, pero la intención no es esa. De ahí lo de la punta encamisada. 
Nuestra ley habla de que se prohíba toda aquella munición de tipo Dum-dum. Al respecto, debemos hacer un poco de historia. 


Dum-dum fue un arsenal que hicieron los ingleses en el Siglo XIX en la India, porque enfrentaban a un enemigo tremendamente 
aguerrido, y con los calibres que utilizaban en el momento y con balas encamisadas, no podían pararlo. Entonces, ahí empieza a 
crearse el proyectil tipo Dum-dum, esto es, el arsenal que lo fabricaba, porque Dum-dum no significa nada en sí mismo, 
técnicamente hablando. Ahora bien; se trataba de un proyectil que se fragmentaba y tenía mayor poder de tensión sobre el 
enemigo. 


Por otro lado, la evolución de los calibres y de las situaciones de combate fueron haciendo que se creara una munición para dejar 
fuera de combate, pero no para matar. No se precisaba matar al enemigo para dejarlo fuera de combate. Se considera que una 
fuerza oponente a otra que tiene herida la mitad o menos de sus integrantes, está fuera de combate. ¿Cuál es el problema? 
Nuestra legislación ampara la munición de uso militar, la que, según se dice, hace una herida limpia o lo más limpia posible; deja 
fuera de combate sin matar. Hoy día, los uruguayos podemos utilizar para cazar, para defendernos, la misma munición de uso 
policial y militar, es decir, la militar. ¿Cuál es el inconveniente? En este caso, los únicos que están amparados de acuerdo con las 
convenciones internacionales son los militares, quienes utilizan la munición apropiada. 


De uso policial, se está empleando munición de utilización militar en un medio urbano. ¿Cuál es el problema? La munición 
deformante o semiencamisada, o que se fragmenta -se puede nombrar de muchas maneras- está considerada una munición 
humanitaria. ¿Por qué? Si un policía se enfrenta a un delincuente, trata de ponerlo fuera de combate lo más rápido posible para 
que no pueda accionar y, en consecuencia, hiera al policía o a quienes lo circundan. Si un policía se enfrenta a un delincuente y le 
dispara con una munición encamisada o militar, muy difícilmente podrá pararlo. ¿Por qué? Porque la munición, salvo que le infiera 
un órgano vital, no lo va a parar. Puede ser que sí lo mate, pero no lo para. Si el impacto no es acorde a la precisión que requiere 
para matar la persona, para pararlo tendrá que disparar cinco o seis veces, hacer impacto, y ahí casi necesariamente va a matarlo, 
porque no podrá soportar esa cantidad de impactos. En cambio, si fuera una munición apropiada, deformante, que ni bien entra al 
organismo se deforma, libera toda su energía y lo para, se considera humanitaria. ¿Por qué? No lo es con respecto al delincuente, 
que sí puede parar sin matarlo, sino con quienes lo circundan. Una bala militar puede atravesarlo, fragmentarse en una pared, 
pegar a dos o tres personas que no tienen absolutamente nada que ver, sobre todo porque se está desarrollando el incidente en un 
medio urbano. Es muy difícil de controlar una vez desatado el problema. Esa es una parte. 


También está el tema de la caza. La que se lleva a cabo con respecto a animales grandes, sobre todo, se realiza con el mismo tipo 
de munición. De ahí que se emplee el término "humanitario". Si se va a cazar y se va a matar al animal, lo mejor es que sea cuanto 
antes, lo más rápidamente y con el mínimo dolor posible. Se está cazando con munición de punta inapropiada, el animal muere 
mal, tarde y lejos del cazador. O sea que se realiza contra todos los principios de la caza. Creemos que es el único lugar del mundo 


donde se caza con munición inapropiada, debido a una vieja legislación que nunca se modificó e ignoramos por qué, pero existe y 
sabemos que es así. Entonces, ¿cuál es el problema? 


No se puede negar que hay animales que actualmente son plagas, como es el caso del jabalí, que la gente sale a cazar, pero no se 
puede hacer con munición inapropiada, ya que puede entrañar un peligro hasta para el mismo cazador. Todo el mundo sabe que se 
caza, de pronto con un calibre inapropiado y con una munición también inapropiada. El cazador no quiere hacerlo. Por tanto, carga 
una munición u obtiene una en los países fronterizos, lo cual lleva también a incumplir la ley. Son cosas que por desgracia están 
mal necesariamente asumidas. No hay opciones. La persona quiere cazar de acuerdo con las leyes correspondientes en la materia, 
si es que se puede llamar así, pero tiene que incumplir con la legislación vigente por lo que acabamos de mencionar. 


SEÑOR JIMÉNEZ.- Quiero acotar que la ley del '43, que es la que específicamente prohíbe la utilización de la munición tipo Dum- 
dum, su importación y tenencia, lo hace específicamente para todos, y no solamente para los civiles. 


Hoy día, la Policía necesariamente está incumpliendo con ello, porque tiene que utilizar munición de tipo deformable, de punta 
hueca o blanda, como se le quiera llamar, pero que es capaz de impactar contra una pared y rebotar muy poco, a diferencia de una 
de punta dura, sólida, que rebota como si fuera una pelota de goma. Entonces, la Policía se desarrolla, por lo menos una parte muy 
importante de ella, en ambiente urbano, en el cual la utilización de esa munición es peligrosa para todos. Lo es tanto para el policía 
-porque no está suficientemente defendido, ya que por más que pueda impactar sobre un delincuente, no lo deja fuera de combate- 
como para la población que lo circunda por los rebotes que pueda ocasionar. El hecho concreto es que hoy la Policía está obligada 
a incurrir en una transgresión de la ley, porque ésta no lo ampara en ese sentido. De hecho, se está utilizando ese tipo de munición. 
Es otra de las razones por las cuales creemos que llegó el momento de tomar el toro por las guampas. 


Para que tengan una idea, la Ley de 1943 exige que todas las armas deben tener una guía de posesión, salvo las armas de tiro al 
blanco deportivas y todas las escopetas de caza de cartucho a perdigón, las cuales están exoneradas de tenerla. Sin embargo, el 
Servicio de Material y Armamento, por "motu propio" exige la guía de tenencia de armas para todas las armas. Por otra parte, el 
Poder Ejecutivo, por el Decreto N* 238/99 exige la guía y la tenencia de armas para las escopetas calibre 12, lo cual está 
claramente en contraposición con lo que la ley permite. Con esto, quiero decir que hay cosas que están funcionando mal. Desde 
nuestro punto de vista pensamos que llegó el momento de mejorarlas. 


SEÑOR GARAT.- La conversación que estamos manteniendo por demás interesante, ha derivado desde la alusión a un Decreto 
que no era conveniente hasta la necesidad de que aprobemos un proyecto de ley modificativo del existente o que se actualice. 


Así como presentan un análisis del actual Decreto, quisiera preguntarle a los visitantes para que nos sirva como ayuda en la 
Comisión, si han elaborado un memorándum o un borrador de lo que sería conveniente o útil de modificar en la normativa vigente. 


Desde el punto de vista personal si tuvieran esta información me gustaría que la aportaran para analizarla. 


SEÑOR JIMENEZ.- Sí, señor Senador. Tenemos el memorándum correspondiente a las modificaciones tanto del Decreto como de 
la ley. Hay que tener presente que no somos expertos en el tema y lo que hemos podido hacer es una enumeración desde nuestro 
punto de vista acerca de cómo pensamos que debería ser. 


SEÑOR CADARSO.- Básicamente, tuvimos en cuenta tres elementos: el título de habilitación y tenencia, los calibres y las armas 
autorizadas. ¿Cuál es el problema? El Decreto-Ley de 1943 prohíbe armas por encima de determinados calibres. Hoy en día, la 
investigación y la modernidad, han hecho que todo aquello quedara obsoleto. Por ejemplo, si hablamos de armas largas, podemos 
tener una de un calibre superior a seis milímetros y medio. Hoy en día, todas las armas militares son calibre 22 y surten efecto por 
velocidad y no por el calibre o diámetro del proyectil. 


Por otra parte, más del 90% de los calibres que se utilizan en la caza mayor en el mundo, superan los seis milimetros y medio y a 
nadie se le ocurre que militarmente se vaya a utilizar un calibre como para matar a un elefante. Pensamos que estas son cosas que 
se contradicen. 


Además, si un uruguayo quiere ir a cazar por ejemplo, a Africa o a la Argentina, un animal que en Uruguay no existe, directamente 
no le van a permitir hacerlo con las armas que tiene autorizadas en este país, sino que le van a exigir un calibre y munición 
apropiados. No pensamos que haya un problema de mala voluntad, sino de actualización. 


Volviendo al tema de los calibres, hoy en día se considera que no hay específicos para el área militar, sino que hay armas militares. 
Nadie está pensando que se autorice a portar un arma automática -una ametralladora o subametralladora- sino que estamos 
hablando de armas de calibres deportivos. Reitero que no estamos pensando en autorizar algo que evidentemente es imposible. 


SEÑOR JIMENEZ.- Es claro que las armas necesarias para abatir piezas como el jabalí que son consideradas plagas, son distintas 
y mucho más poderosas que las armas necesarias para una guerra. Para ésta se utilizan en lo que tiene que ver con las armas 
portátiles, un calibre muy inferior y de energía mucho más bajas que las que referimos anteriormente para abatir piezas de caza 
que son mucho más fuertes que el ser humano hacia donde apuntan desgraciadamente dichas armas. Por eso, los calibres que 
necesitan los civiles para el deporte, son muchas veces mayores que los utilizados por los ejércitos y no necesariamente son 
contrapuestos. Obviamente, un civil con un arma de caza no va a ir a la guerra, estaría totalmente fuera de contexto además de ser 
un blanco muy fácil. 


SEÑOR CADARSO.- Hoy en día existen modalidades deportivas, como el tiro, que utilizan armas cortas de grueso calibre, por 
ejemplo, un calibre 40 ó 45 y que próximamente van a ser consideradas como olímpicas. Pensamos que ya está superado el tema 
de que por el calibre sean prohibidas las armas. En muchos países se ha hecho lo propio con las armas calibre nueve milimetros y 
no calibres mayores porque puede traer aparejado un problema de mala obtención de la munición que puede ser robada de la 
Policía o de las Fuerzas Armadas. Lo que se busca es que no se utilice el mismo calibre por parte de la población civil y la militar. 
Pensamos que esto puede llegar a ser coherente en el sentido de que de esta forma se puede evitar la fuga de material. 


Hace muy pocos años atrás, en nuestro país un Director del Servicio de Material y Armamento -en mi criterio muy coherentemente- 
si bien la ley prohíbe los calibres 40 y 45, instrumentó una autorización para uso deportivo de tiro que amparaba a la persona. 
Asumió una realidad: existen armas calibres 40 y 45, se usan deportivamente entonces, las personas que tienen este tipo de 


armamento tienen que estar amparadas en algo porque, de lo contrario, deben estar permanentemente controlándolas. Hay que 
tener en cuenta que estos individuos están practicando un deporte que casi es olímpico y que de otra forma no lo podrían realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros visitantes así como la información que nos han brindado. La 
Comisión posteriormente analizará todo el material que ha quedado registrado en la versión taquigráfica. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 33 minutos) 


linea del nie de nádina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


